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Sobre: 
 

COBRO DE 
DINERO, DAÑOS Y 
PERJUICIOS, 

INCUMPLIMIENTO 
DE CONTRATO 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Coll Martí; la Jueza 
Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir 
 

Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos LSM General Contractors SE (LSM), y 

nos solicita que dejemos sin efecto la Sentencia Sumaria Parcial 

enmendada del 25 de abril de 2016, que fue debidamente 

notificada el 27 del mismo mes y año. En el aludido dictamen, el 

foro primario declaró Ha Lugar la Moción de Sentencia Sumaria 

Parcial del Municipio de Culebra (Municipio). Consecuentemente, 

declaró nulos los seis (6) contratos de obra suscritos entre las 

partes de epígrafe. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado. 

I 

La demanda que dio inicio al pleito de epígrafe fue incoada 

por LSM el 10 de octubre de 2003, en contra de Iván Romero Peña, 



 
 

 
KLAN201600890 

 

2 

como alcalde del Municipio de Culebra y en su carácter personal; 

en contra del Municipio de Culebra, y otras partes de nombre 

desconocido. En su demanda, LSM sostuvo que el 27 de octubre de 

2000 suscribió un Contrato de Servicios de Construcción Número 

01-0000 con el Municipio de Culebra (Municipio), el cual tenía 

como propósito las Mejoras al Frente Portuario de Culebra. Dicho 

contrato fue suscrito bajo la administración del anterior alcalde 

Abraham Peña Nieves, quien falleció posteriormente. 

Según el referido contrato, el precio pactado por la mano de 

obra y los materiales fue de $1,535,571.00. No obstante LSM 

aseguró que el Municipio aún le adeudaba $333,443.60, por 

trabajos efectuados relacionados a éste y otros contratos1. De igual 

forma, LSM sostuvo que la mencionada cantidad estaba vencida y 

era líquida y exigible. Además, LSM insistió en que el Municipio le 

causó pérdidas económicas por la cuantía de $325,000.00. 

También indicó que la situación del impago provocó que no 

pudiera licitar en otras subastas, al no tener capital suficiente, por 

                                                 
1 LSM desglosó los $333,443.60 de la siguiente forma: $175,036.50, por trabajos 

correspondientes a la certificación número 4; $153,407.10, por concepto del 

10% del retenido; $5,000.00, por la reparación de un diseño correspondiente a 

“La Rosa Náutica”; $30,686.91, por trabajos certificados y por ciento retenido de 

la obra de repavimentación de 2,325 metros lineales de camino y construcción 

de obra pluvial en el Barrio Los Frailes, Sector la Perla, Hipólita Nieves;  
$4,958.00, del retenido del Proyecto denominado DSR 02473, Desastre, Número 

1247, repavimentación Camino Las Delicias; $39,772.10, del retenido de un 

proyecto realizado con el Proyecto de Defensa Civil Municipal; $14,500.00, de la 

Certificación uno (1), relacionada con el Estacionamiento del Centro de Usos 

Múltiples, Centro Urbano de Dewey; $31,669.80, desglosados en: $13,069.80 de 
la Certificación Número dos (2), y $18,600.00, del retenido del Proyecto de 

Estacionamiento del Centro de Usos Múltiples, Centro Urbano de Dewey; 

$181,356.35, desglosados en: $1,967.40 de la Certificación Número Cinco (5) del 

Proyecto de la Carretera Soni, y $179,388.95, del retenido de dicho proyecto; 

$10,324.10, correspondientes al retenido del Proyecto denominado DSR 02474, 

relacionado con la reparación de la Carretera Fulladoza desde Punta Aloe;  
$13,355.30, de la Certificación Número Uno (1) del proyecto relacionado con el 

Parque Anatolio Romero; $127,702.70, del retenido de 10% del Proyecto del Área 

Recreativa La Romana; $133,258.90, que se desglosan en: $119,933.00 de la 

Certificación Número Uno (1), y $13,325.90, del retenido correspondiente al 

Proyecto de Reconstrucción de Calle, Construcción de Aceras, Encintados y 
Sistema de Agua Potable en el Sector Las Delicias y el Barrio Flamenco; 

$18,000.00, correspondiente al por ciento de retenido del Proyecto de 

Repavimentación de la Carretera Punta Soldado dañada por el Huracán Lenny;  

$11,052.00, correspondientes al por ciento de retenido del Proyecto de 

Repavimentación y Reparación de Gatas en la Carretera PR251; $10,463.10, 

correspondientes al por ciento de retenido del Proyecto de Limpieza Cauce 
Quebrada, 250 metros lineales en Puente Resaca, y $1,050.00, correspondientes 

al retenido del Proyecto de Demolición, Sector la Perla. 
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lo cual percibieron pérdidas estimadas en $6,000,000.00. A juicio 

de LSM, el Municipio debía indemnizarle por dichas cuantías. 

El Municipio contestó la demanda, y adujo como defensa 

afirmativa que LSM incumplió con algunas de las disposiciones y 

cláusulas de los contratos y que el Municipio no adeudaba 

cantidad alguna. En la alternativa, sostuvo que, de existir alguna 

deuda, se debía a la no disponibilidad de los fondos o a que los 

mismos fueron retenidos por la Oficina del Comisionado de 

Asuntos Municipales (OCAM). De otra parte, afirmó que algunas de 

las retenciones realizadas por el Municipio fueron ordenadas en 

recobro por la Oficina del Contralor por trabajos facturados y no 

realizados por LSM.  

Al unísono, el Municipio presentó una reconvención titulada 

“contrademanda” y sostuvo que LSM incumplió con los contratos y 

sometió informes fraudulentos al Municipio por el recogido de 

escombros en la emergencia durante el huracán Georges, por lo 

cual se le había pagado en exceso la cuantía de $106,908.00. Por 

ello, el Municipio reclamó la devolución de la anterior suma. De 

otra parte, el Municipio también presentó una demanda contra 

terceros en contra de OCAM.  Según el Municipio, la OCAM venía 

obligada a desembolsar los fondos correspondientes de cualquier 

suma reclamada y de cualquier reclamación en daños en contra 

del Municipio por parte de LSM.  

LSM presentó su contestación a la reconvención e insistió 

que todos los trabajos facturados fueron realizados, terminados y 

debidamente certificados. Igualmente, afirmó dicha parte que 

entregó todos los documentos que le fueron solicitados como 

parte de la contratación para los referidos proyectos.  LSM 

aseguró que cumplió con todas las obligaciones contraídas por 

dicha parte.  
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El Estado Libre Asociado compareció en representación de la 

OCAM y presentó su correspondiente contestación a la demanda 

contra terceros.  Por otro lado, el señor Iván Romero Peña (Romero 

Peña), también presentó su contestación a la demanda y, en 

general, negó las alegaciones en su contra por falta de información.  

Eventualmente, el Municipio le informó al foro primario que 

había determinado transigir el pleito y que lo único que faltaba era 

que el Departamento de Finanzas del Municipio determinara la 

cuantía adeudada para cada uno de los proyectos reclamados en la 

demanda. Posteriormente, el Municipio reiteró que determinó 

transigir el caso y que el Departamento de Finanzas ya había 

identificado la cuantía adeudada en la mayoría de las facturas 

sometidas. No obstante, luego de múltiples incidencias el 

Municipio informó que existían unas facturas en controversia y 

que no pagarían las mismas hasta que no se determinara si en 

efecto se adeudaban o no. 

Tras varios trámites procesales, en la vista celebrada el 28 de 

agosto de 2006, las partes informaron que el Municipio pagó la 

cantidad de $213,000.00 ($45,000.00 y $168,000.00). Además, el 

Municipio indicó que aún adeudaban a LSM $673,000.00 

($570,000.00 y $103,000.00). El Municipio no indicó a qué 

proyectos o facturas correspondían los pagos realizados, ni a 

cuánto ascendía la deuda restante. Sin embargo, informó que 

había una cuantía en controversia de $26,250.00, 

correspondientes a una penalidad por entregar la obra 

tardíamente. Las partes acordaron unas fechas para deponer a los 

ex-alcaldes y a dos ex-funcionarios del Municipio.  

Eventualmente, la OCAM solicitó la desestimación de la 

demanda contra tercero, tras el alegado desembolso de los fondos 

asignados al Municipio. El Municipio se allanó a la petición de la 

OCAM. Esta última informó que el dinero desembolsado al 
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Municipio ascendió a $1,100,000.00. En respuesta a lo anterior, 

LSM solicitó al foro primario que le ordenara al Municipio a 

relacionar a qué proyecto o partida específica correspondía cada 

cheque desembolsado a LSM. Al mismo tiempo, solicitó que el 

Municipio aclarara dónde estaban los fondos que la OCAM 

desembolsó al Municipio para el pago de lo adeudado.  

El 14 de agosto de 2007, el foro primario dictó Sentencia 

Parcial, notificada el 4 de septiembre de 2007, en la cual desestimó 

sin perjuicio, la demanda contra terceros presentada por el 

Municipio contra la OCAM. De otra parte, el 5 de junio de 2008 el 

Municipio le cursó una misiva a LSM en la cual alegó que efectuó 

un sobrepago relacionado al Huracán Lenny y que para saldar las 

deudas pendientes, el Municipio requería documentación adicional 

que evidenciara la entrega y aceptación del proyecto y la carta de 

relevo de la Corporación del Fondo del Seguro del Estado.  

Tras múltiples incidencias procesales, el Municipio presentó 

una Moción de Sentencia Sumaria Parcial, en la cual solicitó que se 

declararan nulos los contratos entre LSM y el Municipio, pues 

aseguró que fueron perfeccionados en violación de las 

disposiciones de la Ley de Municipios Autónomos, Ley Número 81-

1991, según enmendada, (Ley de Municipios Autónomos), 21 LPRA 

4001 et seq. En particular, el Municipio solicitó que se declararan 

nulos los siguientes contratos: Construcción de Mejoras al Frente 

Portuario; Construcción de Edificio Defensa Civil, Centro Urbano 

Dewey; Mejoras al Estacionamiento del Centro de Usos Múltiples, 

Centro Urbano de Dewey; Reparación Carretera Fulladoza desde 

Punta Aloe; Mejoras al Parque de Pelota Anatolio Romero, y 

Construcción de Área Recreativa La Romana.  

Según el Municipio, la cláusula DECIMOQUINTA del 

contrato 01-00016, para realizar obras de construcción intitulado 

“Construcción de Mejoras al Frente Portuario”, disponía que el 
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contratista, LSM en este caso, sometería al Municipio una copia de 

la Póliza del Fondo del Seguro del Estado y copia de la Póliza de 

Responsabilidad Pública, de las cuales surgiera que el Municipio 

figuraba como asegurado adicional. Dicha cláusula también 

establecía que se presentarían las referidas copias en o antes del 

comienzo de los trabajos de construcción. A su vez, la cláusula 

DECIMOSEXTA disponía que LSM certificaba no adeudar 

contribuciones sobre ingresos al gobierno de Puerto Rico ni a 

cualquier Municipio. 

El Municipio afirmó que el contrato #00-000053, de 

Construcción de Edificio de Defensa Civil, Centro Urbano Dewey; el 

contrato #01-000012, de Mejoras al Estacionamiento del Centro de 

Usos Múltiples, Centro Urbano de Dewey; el contrato #00-000067 

de Reparación Carretera Fulladoza desde Punta Aloe; contrato #00-

000068, de Mejoras al parque de Pelota Anatolio Romero, y el 

contrato #00-0000 de Construcción de área Recreativa La Romana, 

todos contenían las mismas cláusulas DECIMOQUINTA Y 

DECIMOSEXTA. El Municipio coligió que la documentación 

requerida no fue entregada antes de suscribir el contrato, en 

violación a lo establecido en el Artículo 8.016 de la Ley de 

Municipios Autónomos, supra, sec. 4366.   

Por otro lado, el Municipio insistió que los contratos en 

cuestión incumplían con la Orden Ejecutiva OE-1991-24 del 18 de 

junio de 1991. El Municipio afirmó que LSM certificó en los 

contratos no tener deuda por concepto de contribuciones, pero no 

hizo constar si rindió planillas de contribución sobre ingresos 

durante los cinco (5) años previos a la contratación con el 

Municipio, según lo requiere la referida Orden.  De la misma 

forma, alegó que los contratos tampoco cumplían con la Orden 

Ejecutiva OE-1992-52 del 28 de agosto de 1992, la cual exige que 

se certifique el cumplimiento con la obligación de pagar las 
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contribuciones por desempleo, incapacidad temporal y seguro 

social para choferes, según le aplique. Según el Municipio, 

ninguno de los contratos suscritos entre las partes contenían dicha 

certificación. Basado en todo lo anterior, se reiteró en que los 

contratos eran nulos. 

LSM se opuso a la petición del Municipio y alegó que la 

nueva controversia planteada por el Municipio era tardía.  LSM 

indicó que el reconocimiento de la deuda por parte del Municipio y 

el no levantar la nulidad de los contratos como defensa afirmativa 

en su contestación a la demanda, le impedían argumentar de tal 

forma en dicha etapa de los procedimientos. De la misma forma, 

LSM reclamó que el argumento del Municipio con relación a la 

supuesta nulidad de los contratos era una mera conjetura y 

especulación, pues no existía prueba alguna de que LSM no 

presentó los documentos requeridos, previo a la otorgación de 

dichos contratos.  

A tales fines, LSM acompañó su oposición con una 

declaración jurada del señor Luis Santana Mendoza (Santana 

Mendoza), socio principal de LSM. En la misma, Santana Mendoza 

afirmó que, según su mejor recuerdo, LSM cumplió con someter 

toda la documentación requerida por ley dentro del término 

establecido para ello.  Al mismo tiempo, declaró que el Municipio 

confrontaba un problema de organización con relación al archivo y 

manejo de documentos, razón por la cual se extraviaban los 

mismos. LSM puntualizó a su favor que la Oficina del Contralor 

tampoco había realizado señalamiento alguno con relación a los 

contratos. El Municipio replicó e insistió en la nulidad de los 

contratos en cuestión. 

Luego de evaluar los planteamientos de las partes, el 19 de 

agosto de 2014, el foro sentenciador dictó una Sentencia Sumaria 

Parcial, que fue debidamente notificada el 20 del mismo mes y año. 
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En el aludido pronunciamiento, el foro primario declaró Ha Lugar 

la Moción de Sentencia Sumaria Parcial del Municipio. 

Consecuentemente, declaró nulos los seis (6) contratos en 

cuestión. Sin embargo, el foro primario no consignó 

determinaciones de hechos en su dictamen.  

LSM acudió ante este foro apelativo intermedio.  Un panel 

hermano dictó sentencia el 27 de octubre de 2015, en el caso 

KLAN201401546, que fuera notificada el 6 de noviembre de 2015.  

En la misma, se dispuso que la Sentencia Sumaria Parcial 

incumplió con la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.4, al no consignar los hechos materiales en controversia y los 

no controvertidos.  Por tal razón, se revocó la misma y se devolvió 

al foro primario para que cumpliera con la Regla 36.4, supra.  

El 25 de abril de 2015, notificada el 27 del mismo mes y año, 

el foro de origen dictó una Sentencia Sumaria Parcial Enmendada.  

Entre otras cosas, el foro primario concluyó que no existía 

documento que evidenciara el cumplimiento de LSM con la 

obligación de entregar copia de los documentos requeridos por el 

Artículo 8.016 de la Ley de Municipios Autónomos, supra, ni con 

las órdenes ejecutivas OE-1992-52. A su vez, del dictamen se 

desprenden los hechos sobre los cuales no hay controversia y los 

hechos materiales controvertidos. 

Aun inconforme, LSM acudió ante nos y alegó que el foro 

primario cometió los siguientes errores: 

PRIMER ERROR: 
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 
de Fajardo, al dictar una Sentencia Sumaria Parcial 
que decreta nulos seis (6) contratos de obra y 

construcción otorgados válidamente entre el Municipio 
de Culebra y la parte demandante-apelante cuando de 

los autos del caso se desprende claramente la 
existencia de una controversia real sustancial sobre 
hechos materiales medulares que impiden una 

adjudicación por dictamen sumario. Al así actuar el 
Tribunal sentenciador ha despojado indebidamente a 
la parte demandante de su día en corte en violación 

del debido proceso de ley que cobija, habiendo errado 
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a su vez al declarar Ha Lugar la “Moción de Sentencia 
Sumaria Parcial” presentada por el Municipio de 

Culebra el 11 de octubre de 2013. 
 

SEGUNDO ERROR 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Fajardo, al declarar nulos seis (6) contratos de obra 
y construcción otorgados entre el Municipio de 
Culebra y la parte demandante-apelante, basando su 

dictamen en una interpretación irrazonable, infundada 
y arbitraria sobre el lenguaje y texto de dichos seis (6) 

contratos, privando improcedentemente a la parte 
demandante de su día en corte.  
 

TERCER ERROR 
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al dictar una 
Sentencia Sumaria Parcial insuficiente e imprecisa en 
derecho puesto que considera como hechos materiales 

incontrovertidos hechos que están genuinamente 
controvertidos y/o que no pueden considerarse como 
incontrovertidos por no existir base en los autos del 

caso que apoye dicha determinación y/o por confundir 
lo que deben ser hechos materiales con lo que son 

alegaciones de las partes.  
 
CUARTO ERROR 

 
Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Fajardo, 
al dictar una Sentencia Sumaria Parcial predicada en 

una apreciación claramente equivocada en derecho de 
que las órdenes ejecutivas OE-1991-24 del 18 de junio 

de 1991 y OE-1992-52 del 28 de agosto de 1992, 
invocadas por el Municipio de Culebra en su Moción 
de Sentencia Sumaria Parcial, son aplicables a los 

Municipios Autónomos y a los seis (6) contratos que 
declara nulos, interpretando dichas órdenes ejecutivas 

de manera igualmente errónea.  
 
QUINTO ERROR 

 
Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Fajardo, 
y abusó de su discreción al mencionar en su Sentencia 

Sumaria Parcial, a modo de dictum, que entiende que 
es el Municipio de Culebra quien tiene una causa de 

acción para recobrar fondos públicos desembolsados.   
 
Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a discutir la norma jurídica aplicable a la controversia 

del caso. 

II 

A 

En nuestro ordenamiento el mecanismo de Sentencia 

Sumaria está regido por la Regla 36 de Procedimiento Civil de 
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2009, 32 LPRA Ap. V., R. 36. Meléndez González v. M. Cuebas, 193 

DPR 100 (2015). Nuestro más Alto Foro ha reiterado que la Moción 

de Sentencia Sumaria es un mecanismo procesal que provee 

nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, rápida y 

económica de controversias en las cuales resulta innecesario 

celebrar un juicio plenario. Procede en aquellos casos en los que 

no existen controversias reales y sustanciales en cuanto los 

hechos materiales, por lo que lo único que queda por parte del 

poder judicial es aplicar el Derecho. Oriental Bank v. Perapi, 192 

DPR 7 (2014), SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 

430 (2013); Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 

(2010). Meléndez González v. M. Cuebas, supra. 

Independientemente de cuál de las partes promueva la 

solicitud, la que así lo haga debe presentar una moción 

fundamentada en declaraciones juradas o en aquella evidencia que 

demuestre la inexistencia de una controversia sustancial de 

hechos materiales y pertinentes para que el tribunal dicte 

sentencia sumaria a favor sobre la totalidad o parte de la 

reclamación. Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra, R. 36.1. 

Por su parte, la Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra, R. 

36.2, provee para que una parte contra la cual se ha formulado 

una reclamación pueda “presentar una moción fundada en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia sumariamente a 

su favor sobre la totalidad o cualquier parte de la reclamación”. Un 

hecho material es aquel que puede afectar el resultado de la 

reclamación de acuerdo al derecho sustantivo aplicable. Además, 

la controversia sobre el hecho material tiene que ser real. Esto es, 

que una controversia no es siempre real o sustancial, o genuina. 

La controversia debe ser de una calidad suficiente como para que 
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sea necesario que un juez la dirima a través de un juicio plenario. 

Ramos Pérez v. Univisión Puerto Rico, Inc., 178 DPR 200, 213 

(2010). 

En SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico resolvió que la parte que se opone a la 

Moción de Sentencia Sumaria está obligada a “citar 

específicamente los párrafos según enumerados por el promovente 

que entiende están en controversia y, para cada uno de los que 

pretende controvertir, detallar la evidencia admisible que sostiene 

su impugnación con cita a la página o sección pertinente”. Id. pág. 

432.  Vemos que según nuestro ordenamiento procesal civil, se les 

exige tanto al promovente como al opositor de una Moción de 

Sentencia Sumaria que cumplan con unos requisitos de forma 

específicos para que pueda considerarse su solicitud. El 

incumplimiento con estos requisitos tiene repercusiones distintas 

para cada parte. De un lado, si el promovente de la moción 

incumple con los requisitos de forma, el Tribunal no estará 

obligado a considerar su pedido. 

A contrario sensu, si la parte opositora no cumple con los 

requisitos, el tribunal puede dictar Sentencia Sumaria a favor de la 

parte promovente, si procede en Derecho. Id. Incluso, si la parte 

opositora “se aparta de las directrices consignadas (en la regla) el 

tribunal podrá no tomar en consideración su intento de 

impugnación (de los hechos ofrecidos por el promovente).” Id. pág. 

433.  En resumen, en SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico, estableció que el ordenamiento 

procesal civil de nuestra jurisdicción coloca sobre las partes, 

quienes conocen de primera mano sus respectivas posiciones, así 

como la evidencia disponible en el caso, el deber de identificar cada 

uno de los hechos que estiman relevantes, al igual que la prueba 

admisible que los sostiene. Se facilita, por lo tanto, el proceso 
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adjudicativo al poner al tribunal en posición de evaluar 

conjuntamente las versiones encontradas para cada uno de los 

hechos refutados a la luz de las referencias a la prueba que 

alegadamente los apoya. Este sistema claramente agiliza la labor 

de los jueces de instancia y propone la disposición expedita de 

aquellas disputas que no necesitan de un juicio para su 

adjudicación. Id. págs. 433-434. 

Recientemente, nuestra más Alta Curia dispuso en Meléndez 

González v. M. Cuebas, supra, lo siguiente, con relación a la 

oposición a una moción de sentencia sumaria: 

La parte que se opone a una Moción de Sentencia 
sumaria tiene el deber de presentar una Oposición a la 

solicitud presentada y de acuerdo con los requisitos de 
forma que exige la citada Regla 36 de Procedimiento 
Civil, traer a la atención del Tribunal la evidencia que 

demuestra que existen hechos materiales en 
controversia. La etapa procesal para presentar prueba 

que controvierta los hechos propuestos por una parte 
en su Moción de Sentencia Sumaria no es en el juicio, 
sino al momento de presentar una Oposición a la 

Moción de Sentencia Sumaria, según lo exige la Regla 
36 de Procedimiento Civil, supra. 

 
Correctamente utilizada, la Sentencia Sumaria evita “juicios 

inútiles, así como los gastos de tiempo y dinero que conlleva para 

las partes y el tribunal.” Por ello, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha dejado claro que, aunque en el pasado nos referimos a la 

Sentencia Sumaria como un mecanismo procesal “extraordinario”, 

ello no significa que su uso esté excluido en algún tipo de pleito. 

De hecho, en el ámbito de la Moción de Sentencia Sumaria nuestro 

ordenamiento “no excluye tipos de casos y realmente puede 

funcionar en cualquier contexto sustantivo”. P. Ortiz Álvarez, Hacia 

el uso óptimo de la sentencia sumaria, 3 Forum 3, 9 (1987). Es 

decir, nuestra jurisprudencia es clara en que no importa lo 

complejo que sea un pleito, si de una bien fundamentada Moción 

de Sentencia Sumaria surge que no existe controversia real en 

cuanto a los hechos materiales del caso, puede dictarse Sentencia 

sumariamente. Meléndez González v. M. Cuebas, supra. 
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Además, en Meléndez González v. M. Cuebas, id., el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico estableció un nuevo estándar de revisión 

judicial a nivel apelativo al momento de revisar denegatorias o 

concesiones de mociones de sentencia sumaria. Nuestro más Alto 

Foro enumeró los nuevos principios de revisión. Estos son los 

siguientes: 

Primero, se reafirma lo que establecimos en Vera v. 
Dr. Bravo, supra, a saber: el Tribunal Apelativo 

utilizará los mismos criterios que el Tribunal de 
Primera Instancia al determinar si procede una 
sentencia sumaria. En ese sentido, está regido por la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y aplicará [sic] 
los mismos criterios que esa regla y la jurisprudencia 

le exigen al foro primario. Obviamente, el foro apelativo 
intermedio estará limitado en el sentido de que no 
puede tomar en consideración evidencia que las partes 

no presentaron ante el Tribunal de Primera Instancia y 
no puede adjudicar los hechos materiales en 

controversia, ya que ello le compete al foro primario 
luego de celebrado un [sic] juicio en su fondo. La 
revisión del Tribunal de Apelaciones es una de novo y 

debe examinar el expediente de la manera más 
favorable a favor de la parte que se opuso a la Moción 

de Sentencia Sumaria en el foro primario, llevando a 
cabo todas las inferencias permisibles a su favor. 
 

Segundo, por estar en la misma posición que el foro 
primario, el Tribunal de Apelaciones debe revisar que 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su 
Oposición cumplan con los requisitos de forma 
codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, 

supra, y discutidos en SLG Zapata-Rivera v. JF 
Montalvo, supra. 

 
Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia 
dictada sumariamente, el Tribunal de Apelaciones 

debe revisar si en realidad existen hechos materiales 
en controversia. De haberlos, el foro apelativo 

intermedio tiene que cumplir con la exigencia de la 
Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 
concretamente cuáles hechos materiales encontró que 

están en controversia y cuáles están incontrovertidos. 
Esta determinación puede hacerse en la Sentencia que 
disponga del caso y puede hacer referencia al listado 

numerado de hechos incontrovertidos que emitió el 
foro primario en su sentencia.  

 
Cuarto, y por último, de encontrar que los hechos 
materiales realmente están incontrovertidos, el foro 

apelativo intermedio procederá entonces a revisar de 
novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el Derecho a la controversia. 
 
El Tribunal Supremo sostuvo que el estándar de revisión 

judicial de las sentencias adjudicadas sumariamente responde a la 
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intención de cumplir con el contenido de la Regla, pues 

independientemente del resultado de la moción, su adjudicación 

“tiene el efecto de establecer los hechos que están controvertidos y 

aquellos que no lo están”. Meléndez González v. M. Cuebas, supra. 

La determinación de los hechos controvertidos y los que no lo 

están a nivel apelativo adelanta el litigio, reduce el tiempo y 

recursos invertidos, evitando que las partes queden “en la misma 

posición que estaban previo a la presentación de la Moción de 

Sentencia Sumaria, atrasando así el litigio de manera 

injustificada”. Id. De igual forma, facilita el proceso de revisión 

judicial de la última instancia judicial. Id. 

B 

El Art. 1044 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2994, dispone 

que “las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de 

ley entre las partes contratantes y deben cumplirse al tenor de los 

mismos”. Consecuentemente, un contrato existe desde que una o 

varias personas prestan su consentimiento a obligarse a dar 

alguna cosa o prestar algún servicio. Artículo 1206 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3371. Este será válido si concurren tres 

elementos: consentimiento, objeto y causa. Artículo 1213 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3391. Incluso, el Artículo 1230 del 

mismo Código, 31 LPRA sec. 3451, establece claramente que “[l]os 

contratos serán obligatorios, cualquiera que sea la forma en que se 

hayan celebrado, siempre que en ellos concurran las condiciones 

esenciales para su validez”. (Citas omitidas). Ramiro Rodríguez 

Ramos y otros v. E.L.A de P.R. y otros, 190 DPR 448 (2014). 

En nuestro ordenamiento, el principio de autonomía 

contractual permite que las partes contratantes establezcan los 

pactos, cláusulas y condiciones que entiendan convenientes. 

Artículo 1207 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3372. Ahora bien, el 

contrato será nulo e inexistente si es contrario a las leyes, moral o 
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al orden público. Pepsi-Cola v. Mun. Cidra, 186 DPR 713, 752 

(2012); Morales v. Municipio de Toa Baja, 119 DPR 682, 692-693 

(1987). Esto, sin importar el tipo de contrato del que se trate y la 

importancia que este merezca para las partes contratantes. En 

tales casos, cualquiera de las partes contratantes puede impugnar 

el contrato, aunque se haya beneficiado del mismo. (Citas 

omitidas). Id. 

Ahora bien, “[r]especto a la contratación gubernamental, el 

Estado está obligado por imperativo constitucional a manejar los 

fondos públicos con los principios fiduciarios y éticos más altos.” 

Jaap Corp. v. Depto. Estado et al., 187 DPR 730, 739 (2013); 

C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 170 DPR 443, 452 (2007). En 

particular, la Sec. 9 del Art. VI de nuestra Constitución establece 

que “[s]ólo se dispondrá de las propiedades y fondos públicos para 

fines públicos y para el sostenimiento y funcionamiento de las 

instituciones del Estado, y en todo caso por autoridad de ley”. 

Artículo VI, Sec. 9, Const. E.L.A., LPRA, Tomo 1. Ramiro Rodríguez 

Ramos y otros v. E.L.A de P.R. y otros, supra. Id. 

Para cumplir con este mandato constitucional, la Legislatura 

ha aprobado leyes que imponen controles fiscales y de contratación 

gubernamental. (Cita omitida). Id. 

Particularmente, en lo que aquí nos concierne, además de la 

clara exigencia de que el contrato gubernamental conste por 

escrito, el Artículo 8.016 de la Ley de Municipios Autónomos, 

supra, sec. 4366 dispone como sigue:  

El municipio podrá contratar los servicios 
profesionales, técnicos y consultivos que sean 

necesarios para llevar a cabo las actividades, 
programas y operaciones municipales o para cumplir 

con cualquier fin público autorizado por esta Ley o por 
cualquier otro estatuto aplicable. No obstante, todo 
contrato que se ejecute o suscriba en 

contravención a lo dispuesto en este Artículo será 
nulo y sin efecto, y los fondos públicos invertidos 
en su administración o ejecución serán recobrados 

a nombre del municipio mediante la acción incoada 
a tal propósito.  
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.          .           .           .           .           .           .           . 
 

Asimismo, será nulo todo contrato que se ejecute o 
suscriba en contravención a las disposiciones 

especiales siguientes: 
 
.          .           .           .           .           .           .           . 

 
(c) Contratos para la ejecución de obras y mejoras 

públicas.- Los contratos para la ejecución de obras 

y mejoras públicas no se suscribirán hasta tanto: 
 

(1) El contratista evidencie ante el municipio el 

pago de la póliza correspondiente del Fondo del 

Seguro del Estado y de la correspondiente 

patente municipal; 

 

(2) haga entrega de la fianza prestada para 

garantizar el pago de jornales y materiales que 

se utilicen en la obra, y 

 

(3) entregue o deposite cualquier otra garantía que 

le sea requerida por la Junta de Subastas. 

.          .           .           .           .           .           .           . 
 

Como puede deducirse, nuestra Asamblea Legislativa quiso 

brindar mayor protección a los obreros que realizan las obras y al 

fin, al gobierno a la misma vez.  De manera que, tal es la política 

pública de protección a dichos entes en nuestro ordenamiento 

jurídico, que todo contrato que no se ciña estrictamente a las 

disposiciones y requerimientos del anterior estatuto, se declarará 

nulo y sin efecto. 

C 

Por último, es norma reiterada que los tribunales apelativos 

no deben intervenir con las determinaciones de los juzgadores de 

primera instancia, salvo que medie pasión, prejuicio, parcialidad o 

error manifiesto en la apreciación de la prueba. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750 (2013). 

Sabido es que las decisiones del foro primario están 

revestidas de una presunción de legalidad y corrección. S.L.G. 

Rivera Figueroa v. A.A.A., 177 DPR 345, 356 (2009); Vargas Cobián 

v. González Rodríguez, 149 DPR 859, 866 (1999). 
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Como regla general, un Tribunal Apelativo no debe intervenir 

con las determinaciones de hechos ni con la adjudicación de 

credibilidad que haya efectuado el juzgador de los hechos, ni tiene 

facultad para sustituir por sus propias apreciaciones, las 

determinaciones del tribunal de instancia. Serrano v. Sociedad 

Española, 171 DPR 717, 741 (2007); Rolón v. Charlie Car Rental, 

148 DPR 420, 433 (1999). Esto es, los tribunales apelativos deben 

mantener deferencia para con la apreciación de la prueba que 

realiza el foro primario. McConnell Jiménez v. Palau, 161 DPR 734, 

750 (2004). 

Ahora bien, “aunque el arbitrio del juzgador de hechos es 

respetable y merece deferencia, no es absoluto”, ya que una 

apreciación errónea de la prueba no tiene credenciales de 

inmunidad frente a la función revisora de un tribunal apelativo. 

Méndez v. Morales, 142 DPR 26, 36 (1996). La deferencia antes 

señalada cede además cuando las determinaciones de hechos 

formuladas por el foro de instancia “carezcan de base en la 

prueba”. Moreda v. Rosselli, 150 DPR 473, 479 (2000). 

A tenor con la norma jurídica antes discutida, estamos en 

posición de resolver el recurso ante nos. 

III 

A grandes rasgos, LSM nos plantea que el foro sentenciador 

apelado incidió al declarar nulos los seis (6) contratos suscritos 

entre dicha parte y el Municipio. Sostiene LSM que existían 

controversias de hechos materiales que impedían la resolución de 

la controversia de marras por la vía sumaria.  Por su parte, el 

Municipio insiste y asegura que LSM no entregó al Municipio la 

documentación requerida por el Artículo 8.016 de la Ley de 

Municipios Autónomos, supra, previo a que se otorgaran los 

respectivos contratos. Luego de un minucioso y detenido análisis, 

nos vemos en la obligación de confirmar el dictamen apelado. Por 
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estar estrechamente vinculados entre sí, resolvemos 

conjuntamente los señalamientos de error. 

En primer lugar, en virtud de lo resuelto en Meléndez 

González v. M. Cuebas, supra, nos corresponde determinar si las 

partes cumplieron con los requisitos correspondientes establecidos 

en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra. Surge del expediente 

apelativo que el Municipio, en su Moción de Sentencia Sumaria 

Parcial, expuso brevemente las alegaciones de las partes; mencionó 

los asuntos en controversia; numeró en párrafos por separado los 

hechos sobre los cuales no existe controversia y relacionó la 

prueba en apoyo de éstos, y discutió las razones por las cuales 

debía disponerse sumariamente del caso. 

Por su parte, en su Oposición a Moción de Sentencia 

Sumaria Parcial, LSM ofreció un breve resumen de las alegaciones 

de las partes, desglosó los asuntos que a su juicio están en 

controversia y los hechos materiales que no están en controversia 

y ofreció una breve discusión del derecho en apoyo a sus 

alegaciones. No obstante, LSM no hizo referencia a los párrafos 

enumerados del Municipio al discutir los hechos materiales que, a 

su juicio, estaban en controversia, ni relacionó la prueba en apoyo 

de su postura. En consideración a lo anterior, opinamos que LSM 

incumplió con los requisitos de la Regla 36.3 (b) de Procedimiento 

Civil, supra.  

Es menester recordar que, según en nuestro ordenamiento, 

la parte que se opone a una moción de sentencia sumaria no podrá 

descansar meramente en sus alegaciones. Es decir, la parte contra 

la cual se presenta una moción de sentencia sumaria está obligada 

a contestar de forma tan detallada y precisa como lo hiciera la 

parte que promueve dicha moción. Regla 36.3 (c) de Procedimiento 

Civil, supra. En cuanto a lo anterior respecta, de nuestro análisis 

se desprende que LSM incumplió con los requisitos de la Regla 
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36.3 (b). Consecuentemente, el foro primario estaba facultado a 

dictar sentencia sumaria en su contra como, en efecto, hizo.  

En cuanto a la Sentencia Sumaria Parcial Enmendada 

respecta, luego de un cuidadoso y detenido examen del expediente 

apelativo, colegimos que las determinaciones de hechos, según 

realizadas por el foro primario, están sostenidas por la prueba que 

obra en dicho expediente. Por lo tanto, no intervendremos con las 

mismas. 

Además, en cuanto al dictamen del foro primario, surge del 

expediente apelativo ante nos que LSM no demostró que cumplió 

con los requisitos del Artículo 8.016, supra, previo a otorgar los 

contratos con el Municipio. Es decir, no acreditó fehacientemente 

que, previo a otorgar los referidos contratos con el Municipio, 

cumplió con el pago de la póliza del Fondo del Seguro del Estado; 

con el pago de la patente municipal, con la entrega de la fianza 

para garantizar el pago de jornales y materiales a ser utilizados en 

la obra.  

Dado lo anterior, la nulidad de los contratos suscritos entre 

el apelante y el Municipio es incuestionable.  Prueba de ello es el 

lenguaje claro e inequívoco empleado en las cláusulas 

DECIMOQUINTA y DECIMOSEXTA de los contratos suscritos, en 

las cuales se evidencia que LSM se reservó para sí la facultad de 

cumplir con los mencionados requisitos del Artículo 8.016 de la 

Ley de Municipios Autónomos, supra, en una fecha posterior o 

futura desconocida. No podemos avalar dicha actuación contraria 

a los claros parámetros establecidos en dicho precepto legal. 

A su vez, no nos convence la declaración jurada de LSM a los 

efectos de que, a su mejor recuerdo, cumplió con entregar toda la 

documentación requerida, pues no se produjo la correspondiente 

evidencia de ello. Luego de un sereno análisis, opinamos que dicha 

declaración es insuficiente para controvertir lo pactado en las 
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cláusulas DECIMOQUINTA Y DECIMOSEXTA. Por lo tanto, nos 

vemos en la obligación de confirmar el dictamen apelado y decretar 

la nulidad de los seis (6) contratos suscritos entre las partes del 

caso de epígrafe.  

Finalmente, en cuanto a las exigencias de las Órdenes 

Ejecutivas OE-1991-24 y OE-1992-52, resolvemos que cualquier 

discusión del señalamiento de error planteado es inconsecuente, 

dada la nulidad provocada por el incumplimiento con el Artículo 

8.016, supra. 

Por consiguiente, en consideración a todo lo antes discutido, 

al palio de nuestro ordenamiento jurídico vigente y en ausencia de 

error, prejuicio o parcialidad, concluimos que los errores según 

señalados no fueron cometidos por el foro apelado.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma el 

dictamen apelado. 

Notifíquese. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


